MEDIDAS AUTOSATISFACTIVAS (Orden Público Laboral, Derecho Básico Universal y su operatividad, Creación Pretoriana) REBAJA DE SALARIOS (Indemnidad, Progresividad y Proyecto de Vida) y TASA DE INTERES EN MATERIA LABORAL (Tasa Pasiva, Doctrina Legal, Primacía de la Realidad, Objeción de Conciencia y Tasa Activa).

"SANSALONE Federico y otros c/ SEREM SA s/ Diferencia de Haberes" (expte. 47099) Tribunal del Trabajo Nº 2 de Mar del Plata (04/08/05),

En la ciudad de Mar del Plata, a los cuatro días de agosto de dos mil cinco, se reúne el Tribunal del Trabajo Nº 2, en Acuerdo Ordinario, a fin de pronunciar su Veredicto en los autos caratulados "SANSALONE, FEDERICO Y OTROS c/ SEREM SA s/ DIFERENCIA DE HABERES" Expte. Nro.  47099. Se observa en la votación por los Señores Jueces el siguiente orden: Dr. Beltrán Jorge Laguyás, Dr. Humberto Omar Noel y Dra. Marta Cecilia Groisman. De inmediato se resolvió plantear y votar las siguientes:

CUESTION DE HECHO

ÚNICA: ¿ Ha sido probada la existencia de relación laboral entre las partes; y en su caso, cual ha sido el nivel salarial de los actores ?


A LA ÚNICA CUESTIÓN: El Sr. Juez Dr. Laguyás dijo:


Del expediente administrativo Nº 21528-13916/05 tramitado ante el Ministerio de Trabajo de la Provincia de Buenos Aires (Delegación local), que en copia auténtica tengo a la vista (especialmente de sus fojas 15/19, 26/34 y 44/50), surge que Serem SA ha participado activamente en defensa de sus derechos por ante el organismo de marras, el cual frente a la reducción de haberes dispuso exigir la exhibición de comprobantes del pago de salarios (fs. 23) del personal en relación de dependencia con la demandada (fs. 6/9).


Quedó acreditado mediante rogatoria tramitada por ante el Juzgado Civil y Comercial Nº 14 de este Departamento Judicial, que allí están radicados los autos "Serem SA s/ Concurso Preventivo" (expte. 7413), en el cual, con fecha 04/02/05 se ha dispuesto la apertura de pequeño concurso en los términos de los arts. 288 y 289 LCyQ. Del mismo modo se ha probado que ante un pedido de la concursada, solicitando autorización de pago de salarios, el magistrado interviniente, con fecha 08/03/05 dispuso que el pago de haberes a los trabajadores "... deberá regirse por los contratos individuales y la Ley de Contrato de Trabajo ..." 


Tengo a la vista los autos "Marin, Oscar Carlos y otros s/ Acción de Amparo" (expte. 7848) que tramitó también por ante el mismo Juzgado Nº 14 de mención precedente, del cual surge que el juez del concurso admitió estar frente a créditos postconcursales de naturaleza laboral (fs. 62 vta.), motivo por el cual resolvió rechazar la acción emprendida (fs. 64)

Con las modalidades y alcances señalados, así lo voto (arts. 26, 29, 44-d), 63 y ccds. Ley 11.653 y arts. 330, 354, 375 y ccds. C.Pr.).


A LA MISMA CUESTION: el Sr. Juez Dr. Noel adhiere por sus fundamentos al voto precedente, votando con idéntico alcance.-


A LA MISMA CUESTION: la Sra. Jueza Dra. Groisman dijo:


En mi criterio, la única cuestión a tratar en el presente, es la procedencia de la medida autosatisfactiva peticionada, debiéndose desestimar en esta etapa la petición de la parte actora,  pues considero que no es posible resolver la misma como medida autosatisfactiva. Y ello porque según se expresa en doctrina la medida autosatisfactiva es aquella resolución  jurisdiccional dictada a petición de parte  sin que exista  proceso pendiente ni carga de su promoción  ulterior, que pudiendo requerir contracautela provee con carácter definitivo  y autónomo a la remoción de vías de hecho  u otras situaciones coyunturales urgentes. Emanan generalmente sin previa sustanciación y pueden requerir contracautela. (Albarenga Emilio citado por Torrens lgueta en Derecho del Trabajo Marzo 2003).

En el presente caso surge que es la apertura del concurso de la demandada la que motiva la conducta de la accionada, de rebajar los salarios de los  actores. Y dicha conducta de la accionada aparece fundada según lo que surge de las constancias del expediente concursal  de la accionada, en la resolución adoptada por el Juez del concurso con fecha 8 de marzo de 2005, quien al pedido de autorización de pago de salarios solicitada por la concursada, estableció "...que hasta que se suscriba  el acuerdo de crisis que prevé el art. 20 de la Ley de Concursos la concursada  deberá cumplir con el pago de salarios a sus operarios en la forma  que dispone  la ley 24.552 en su art. 20...". Dicha resolución esta firme. También se encuentra firme por no haber sido objeto de recurso alguno lo resuelto por los Jueces Departamentales  que conocieron del Amparo presentado por los mismos actores de estos autos,  que hoy solicitan esta medida. Estas dos resoluciones por los fundamentos vertidos por el Dr. Hooft en su oportunidad y por el Dr. Méndez Acosta fueron consentidas por los peticionantes.

Asimismo surge del expediente administrativo que tramita ante el Ministerio de Trabajo local Nro. 21528 13916 iniciado por la Asociación de Trabajadores de la Sanidad  de Mar del Plata, con fecha 11 de abril de 2005, que la entidad sindical solicito una inspección laboral en la sede de Serem S.A. por considerar que no se cumple con el Convenio Colectivo de Trabajo 108/ 75. Hay en dicho trámite  una presentación de Serem S.A. explicitando los motivos por los cuales en su criterio no corresponde la aplicación del Convenio colectivo de Trabajo que invoca la parte sindical. La empresa invoca la aplicación de otro convenio, por la actividad de la principal. Es decir se planteó el tema del encuadre convencional. También afirma la empresa que se ha designado personas para suscribir  el  Convenio Colectivo de crisis  atento el estado concursal de la firma.

El Ministerio de Trabajo a fs. 20/21 del tramite administrativo constata una infracción, por la cual se ordena labrar  el sumario correspondiente. La  empresa efectúa según fs. 26/34  su descargo administrativo con fecha junio del 2005. Según constancia de fs. 41 del mencionado tramite por un error  material se resuelve a fs. 42 con fecha 27 de junio de 2005  decretar nuevamente la instrucción  del sumario notificando a Serem S.A.  para que efectúe nuevamente los  descargos, lo que ocurre según fs.44/50 con fecha 11 de julio de 2005.

Los antecedentes expuestos demuestran en mi criterio que es necesario previo a decidir la petición de la parte actora dar el debido traslado a la empleadora, escuchar a la misma. Así como en el caso del amparo, no obstante su sumariedad, constituye un típico proceso desde que una parte accionante reclama contra un acto de lesión constitucional, ante un tercero imparcial, juez, y frente a un sujeto responsable  autor del evento ilegitimo. De allí se sigue  que no obstante la urgencia propia de esta acción le son plenamente aplicables las pautas que informan el principio de contradicción. 

Considero que los principios generales del derecho procesal deben ser respetados, a fin de que sea posible  el ejercicio del derecho de defensa del que sustancialmente no puede privarse a la parte contraria, esto es  aquella contra la cual se dirige la acción (SCBA L. 77.941 27-8-2003 Carátula Antonio Barilari SA c/ Secretaria de Trabajo Porv. de Buenos Aires ).

Por ello y teniendo presente además la doctrina legal de la Suprema Corte de la Provincia de Buenos Aires, que ha dicho: "Corresponde anular de oficio el fallo  que apartándose de lo que se propusiera en la demanda como  pretensión cautelar accesoria incurre en ostensible quiebre del principio  de bilateralidad y contradicción aun cuando se trate de una medida  autosatisfactiva, sobre la que, de oficio se ha decidido derechamente como pretensión principal agotándose así el objeto del proceso, sin que la parte que debe soportar  las consecuencias de la decisión haya tenido las mas mínima oportunidad de ser oída (art. 18 Constitución Nacional art.15 Constitución local) Ac. 90868 15-12-2004 Chielli Mario y Otra c/ Osmecon Salud s/Amparo.

Por todo lo expuesto considero que no procede en el presente, en este estado de la causa , la medida autosatisfactiva  peticionada. Así lo voto.-


Con lo que terminó el Acuerdo firmando los Señores Jueces por ante mí, Secretario Autorizante, doy fe.-

BELTRAN JORGE LAGUYAS
HUMBERTO OMAR NOEL      MARTA CECILIA GROISMAN

******************************************************

En la ciudad de Mar del Plata, a los cuatro días de agosto de dos mil cinco, se reúne el Tribunal del Trabajo Nº 2, en Acuerdo Ordinario, a fin de dictar Sentencia en los autos caratulados "SANSALONE, FEDERICO Y OTROS c/ SEREM SA s/ DIFERENCIA DE HABERES" Expte. Nro.  47099. Se observa en la votación por los Señores Jueces el orden establecido precedentemente.




A N T E C E D E N T E S 


A fs. 1/28 y 29/62 se presentan FEDERICO SANSALONE, STELLA MARIS CAPRIA, CARINA ROSALIA ORTEGA, MARIA ELIZABETH GONZALEZ, NORMA BEATRIZ GONZALEZ, ARISTIDES OSCAR BALSEIRO, FERNANDO JUAN PIZARRO, JULIO JOSE PALACIOS, RICARDO ALEJANDRO ARAGON, FACUNDO GUILLERMO MARMOL, ALBERTO MANUEL VILLALBA, ARTURO DANIEL SAPIA, ANTONIO ALBERTO RODRIGUEZ, MARIA ANGELICA FUSTER, OSCAR CARLOS MARIN, NESTOR VICENTE MOSQUEIRA, VICTOR ANSELMO ROLLA, RICARDO OSCAR COY, DANIEL HUMBERTO FALCO, CARLOS ALBERTO BARRIONUEBO, DANIEL RICARDO CACERES, FERNANDO JAVIER ROLDAN, CARLOS OSCAR CALVO, CARLOS OMAR ESCRIBAL, MARIANA ANDREA SANCHEZ, ELISEO SARAVIA CABALLERO, GUALBERTO LEONARDO ROMERO, JUAN JOSE RODRIGUEZ, CRISTIAN JAVIER MELO, CLAUDIO PEDRO MORON, JOSE HECTOR PELAEZ, RUBEN ROBERTO OVIEDO, XIMENA PAULA VAZQUEZ, MIGUEL ALFREDO MAIERA, JULIO CESAR BARGAS, MARGARITA ESTER DIAZ, LUJAN HORACIO CISNEROS, MONICA FELISA VERCELLI, EDUARDO FABIAN FERNANDEZ  por intermedio de letrados apoderados, e inician formal demanda contra SEREM S.A. tendiente al cese inmediato de la reducción salarial impuesta por la patronal a partir del mes de febrero de 2005 y retroacción de la situación laboral al mes de enero del mismo año. Relatan los hechos, fundan en derecho, ofrecen prueba y solicitan se haga lugar a la demanda incoada.-

A fs. 74 pasan los autos al Acuerdo, encontrandose las presentes actuaciones en estado de ser resueltas.-




C U E S T I O N E S 

PRIMERA: ¿ Corresponde hacer lugar a la demanda bajo análisis ?

SEGUNDA: ¿ Qué pronunciamiento corresponde dictar ?




   V O T A C I O N 


A LA PRIMERA CUESTIÓN: El Sr. Juez Dr. Laguyás dijo:


Adelanto que mi opinión es favorable al andamiento de la petición de los actores. Con fundamento en los hechos que tuve por probados en el Veredicto, concluyo que éstos están unidos por un contrato de trabajo por tiempo indeterminado (art. 90 LCT) con Serem SA, la cual deºsde el 04/02/05 tramita su concurso preventivo por ante el Juzgado Civil y Comercial Nº 14 de este Departamento Judicial.


También se probó que la empleadora, desde el devengamiento de las remuneraciones de febrero 2005, en forma unilateral dispuso una rebaja de salarios respecto de los que abonaba a los trabajadores hasta el mes anterior.

 
Frente a la petición de medida autosatisfactiva que concretaron los dependientes para que se condene a la empleadora al pago de las diferencias existentes entre el nivel salarial observado hasta enero/05 y los efectivamente abonados desde el mes siguiente, corresponde analizar primero la procedencia formal de la acción emprendida, para luego, en caso de abrir la vía elegida por los actores, pasar a considerar el fondo sometido a decisión.

Análisis preliminar de procedencia formal de la medida autosatisfactiva: 


Sintetizando calificados criterios doctrinarios y jurisprudenciales estamos frente a un requerimiento "urgente" que formulan los justiciables, tendiente a agotar (o consumar) la acción emprendida en una sentencia dictada "inaudita et altera pars", que no requiere acción ulterior. No se trata de una medida cautelar; sino de un proceso abreviado que, por razones de urgencia, busca la aceleración de los tiempos procesales y tiende a satisfacer la petición jurisdiccional, en tanto ésta abreve en prístinas normas jurídicas a favor del peticionante y se den razones de gran urgencia, avalado todo ello en prueba que otorgue un altísimo grado de certidumbre a la pretensión, para desembocar en un decisorio definitivo (Jorge Peyrano "Medidas Autosatisfactivas", Rubinzal/Culzoni, 2001, p. 13 y sigts. y sentencias de la Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial de Mar del Plata en "Rivas c/ Banco Río" 27/04/00 y "Erramuspe c/ Santucho" 29/04/04).

 
Pero lo dicho, en tanto solo es un enunciado conceptual ¿ que aporte normativo debe recibir para sustentarse en el plano jurídico ?


Discrepo con quienes creen ver esta figura, como un desprendimiento o derivación del art. 232 C.Pr., por cuanto éste trata y se refiere a medidas cautelares, en tanto, como lo dijimos antes, en nuestro caso estamos frente a una acción, autónoma (que no requiere proceso posterior para su legitimación o subsistencia); la petición de los actores concluye en la sentencia que dispone el cumplimiento de un determinada conducta del obligado, recepta el derecho que asiste al peticionante, resuelve la discrepancia habida entre empleado y empleador. Repito que no es la traba de una medida cautelar para garantizar el resultado de otro proceso posterior que reconozca una prerrogativa del trabajador. La medida autosatisfactiva, por esencia, es en sí misma la que reconoce el derecho preexistente de los peticionantes. En este sentido, bien dice Hugo Caimani (Foro Permanente de Institutos de Derecho del Trabajo de la Prov. de Bs. As., Mar del Plata, abril/03) que los cuatro caracteres que presenta esta medida son: a) Su "autonomía" (no son accesorias ni tributarias de otro proceso); b) Su "excepcionalidad" (respuesta jurisdiccional en tiempo oportuno ante el peligro en la demora); c) Su "definitividad" (al resolver la cuestión de fondo) y d) Su "contenciosidad" (remueve conductas activas o pasivas, pero deliberadas de obstrucción por parte del accionado).


Pienso que estamos en una situación similar a la que teníamos a mediados del año 1965 y aún no se había dictado la Ley de Amparo Nº 7166. Cuando no disponíamos de un plexo normativo que regulara el instituto, en esa etapa previa, todo se inició con la creación pretoriana. Digo esto porque hoy en la Provincia de Buenos Aires, carecemos de regulación legal a este respecto; a diferencia de otros distritos mas avanzados en el tema como Chaco y La Pampa.


Así como las vocales y las consonantes se van sumando para formar diptongos, que luego integran palabras y arman frases que expresan ideas y describen hechos, en esta ocasión debemos seguir un curso similar, recurriendo a los principios elementales insertos en textos constitucionales propios y en los supranacionales incorporados por la Carta Magna, para desde esos pilares, intentar construir un derecho mas justo para el Hombre, aún cuando no tengamos normativa procesal específica que contemple su tratamiento; se muestra indudable aquello de "donde hay una necesidad subyace un derecho" (Eva Perón).


Nuestra Constitución Provincial (1994) en su art. 15 garantiza "... la tutela judicial continua y efectiva, el acceso irrestricto a la justicia, [...] Las causas deberán decidirse en tiempo razonable...". A su turno, el art. 39 enfatiza (inc. 1) el derecho a retribución justa, al bienestar y a igual remuneración por igual tarea; declarando como principios (inc 3), entre otros,  la irrenunciabilidad de derechos, la primacía de la realidad, la indemnidad, la progresividad y en caso de duda la interpretación a favor del trabajador


Estos conceptos, son derivación y consecuencia de principios esenciales que la Humanidad se ha dado en el transcurso del tiempo. En tal sentido, la Constitución Nacional, en el Preámbulo se propone afianzar la justicia, para luego proclamar la inviolabilidad de la propiedad (art. 18). Mas adelante, el art. 75 inc. 22 de la Ley Suprema, otorga jerarquía constitucional a los tratados allí citados, motivo por el cual, internalizados, integran el entramado principal al cual debemos atender y respecto al cual he de referirme a continuación: A) Declaración Universal de los Derechos del Hombre (1948) "… Art. 8: Toda persona tiene derecho a un recurso efectivo, ante los tribunales nacionales competentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales …"; B) Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (Nueva York, 1966) que reconoce que el derecho a trabajar comprende el derecho de toda persona a ganarse la vida (art. 6), que para ello se devengue un salario equitativo e igual por trabajo de igual valor (art. 7), con una mejora continua de las condiciones de existencia (art. 11), para lo cual el organismo asume la obligación de implementar políticas que contribuyan a la aplicación efectiva y progresiva del pacto (art. 22); C) Pacto de San José de Costa Rica (Convención Americana sobre DD. HH., 1969). El párrafo 2º de su Preámbulo, sabiamente, reconoce que "… los derechos esenciales del Hombre […] tienen como fundamento los atributos de la persona humana, razón por la cual justifican una protección internacional, de naturaleza convencional coadyuvante o complementaria de la que ofrece el derecho interno de los estados americanos …"  y en lo que hoy nos interesa, en el párrafo 4º dice que "… sólo puede realizarse el ideal del ser humano libre, exento del temor y la miseria, si se crean condiciones que permitan a cada persona gozar de sus derechos económicos, sociales y culturales, tanto como de sus derechos civiles y políticos …". Para vehiculizar las aspiraciones antes expuestas, en el art. 8º expresa: "1.- Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial […] para la determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o cualquier otro carácter …"; en el art. 25 proclama "... Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley o la Presente Convención, ..." y también impulsa el desarrollo progresivo (art. 26º) y D) Protocolo de San Salvador (adicional al anterior, 1988), en el tercer párrafo de su Preámbulo reitera el "… reconocimiento de la dignidad de la persona humana …" y enfatiza que "… jamás pueda justificarse la violación de unos en aras de la realización de otros …", desarrollando en su art. 7º la esencialidad de las condiciones justas, equitativas y satisfactorias de trabajo, entre las cuales está lo que conocemos como justa retribución (art. 14 bis Constitución Nacional).


Todo ello tiene como telón de fondo a la Carta Interamericana de Garantías Sociales (Bogotá, 1948) que en su art. 1º reconoce la superación de los derechos sociales y el mejoramiento progresivo de los niveles de vida de la comunidad en general; la Declaración de Principios Sociales de América (Méjico, 1945) al proclamar que el hombre debe ser el centro de interés de todos los esfuerzos de los pueblos y de los gobiernos; el Convenio OIT 95 (Ginebra, 1949) que prohibe a los empleadores limitar en forma alguna la libertad del trabajador de disponer de su salario el que dispone la igualdad de remuneración por igual tarea; la Declaración de la OIT relativa a los Principios y Derechos Fundamentales en el Trabajo y su seguimiento (Ginebra, 1998) enfatizando que todos los países miembros de la OIT, aún cuando no hubieran ratificado los convenios de ésta, por su condición de integrantes del nucleamiento, tienen el compromiso de respetar, promover y hacer realidad, de buena fe, todos los principios relativos a los derechos fundamentales contenidos en los documentos emitidos por el organismo y la Declaración Sociolaboral del Mercosur (Río de Janeiro, 1998) que, entre otros puntos, señala como propósito asegurar armonía entre el progreso económico y el bienestar social, tendiente a elevar el nivel de vida y corregir los desequilibrios sociales.


La elevación del Hombre y el mejoramiento de las condiciones de trabajo (con especial énfasis en los conceptos de justa retribución e indemnidad) conforman el Orden Público Laboral que se desprende del insoslayable Derecho Básico Universal citado supra y al cual debemos atenernos. De la síntesis expuesta, colijo que frente al invocado derecho de los trabajadores peticionantes para obtener una medida autosatisfactiva como la reclamada, en principio es procedente, ante razones de urgencia y cuando se advierta peligro en la demora. 

Pormenorizado análisis del caso concreto:


Según el art. 103 LCT la remuneración es la contraprestación que devenga el trabajador como consecuencia del contrato de trabajo y debe ser abonada en las oportunidades que la ley prevee, so pena de incurrir en mora automática (arts. 74, 124, 126 y 137 LCT). Tanto la doctrina como la jurisprudencia le reconocen al concepto el carácter de eminentemente alimentario y, en lo que hoy nos ocupa, el rubro está amparado por las construcciones en torno a la intangibilidad (art. 131/2 LCT); todo ello como consecuencia directa del articulado de la Constitución Nacional que dispone la protección al trabajo en sus diversas formas y el derecho a la retribución justa (art. 14 bis).


Los haberes devengados por los trabajadores hasta enero de 2005, han definido un nivel salarial al cual le confiero el carácter de derecho adquirido, en los términos en que lo definiera Jorge Llambías, ello es que se han reunido los presupuestos exigidos por la norma para su imputación a favor del sujeto en calidad de prerrogativa jurídica individualizada (Tratado ... Parte General, TEA, 1970, T II, p. 139 y sigts.); así, tal nivel remuneratorio es parte inescindible de la propiedad de los dependientes (art. 17), motivo por el cual, al ser despojados, habilita la petición de autos en el marco del debido proceso (art. 18), para que este Tribunal garantice la efectiva indemnidad. 


Frente a la impostergable necesidad de evitar los daños que provocaría en forma irreparable la dilación en la percepción de haberes (que por esencia son de carácter alimentario, se devengan en forma cotidiana y están destinados a atender necesidades que no pueden esperar, tales como alimentos, luz, gas, transporte, vestido, entre otros); mal puede justificarse priorizar el derecho del concursado, por sobre el del trabajador contrariando el Protocolo de San Salvador que reza: "… jamás pueda justificarse la violación de unos en aras de la realización de otros …".


Cotejando las remuneraciones (ANTERIOR/MAYOR y posterior/menor) llegamos a demostrar que todas las cláusulas antes citadas, se dan para evitar que cualquier modificación burle el espíritu de ese Orden Público Laboral. Así, la mengua salarial no puede sostenerse sin caer en DES/protección al trabajo, conformando una IN/justa retribución (art. 14 bis), ya que, como hemos visto, era y es ilegítimo disminuir el régimen anterior so pena de incurrir en violación al Principio de Progresividad (art. 39 ap. 3 de la Constitución Provincial).


La Ley 24522 (cuarto párrafo del art. 20) dispone que la apertura del concurso preventivo deja sin efecto los convenios colectivos vigentes por el plazo de tres años (o el de cumplimiento del acuerdo preventivo, el que fuere menor); pero también dice "... Durante dicho plazo las relaciones laborales se rigen por los contratos individuales y la Ley de Contrato de Trabajo..." Ello es que, en modo alguno puede disminuirse el nivel remuneratorio de cada trabajador, en tanto cada uno de ellos había incorporado a su contrato individual los rubros y sumas devengadas hasta enero/05. Así lo dispuso el juez del concurso, con la infundada desobediencia de la empleadora

 
Pero, al recortar la remuneración a cada trabajador, automáticamente le disminuye su poder adquisitivo vital (personal y familiar) a dos tercios (2/3) de su nivel normal; en una palabra le infieren un daño a su proyecto de vida.


La Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso "María Elena Loayza Tamayo" (Sent. 27/05/1998 "Revista Resp. Civil y Seguros", año 1, Nº 4, p. 209 y sigtes), amén de reconocer a la víctima de un hecho ilícito el derecho a la reparación del daño material -como daño emergente y lucro cesante- y el daño moral, consideró también procedente la compensación por el daño al "proyecto de vida". La cuestión la refiere el Dr. Mario Ackerman en un artículo de su autoría (D.T./2001-B p.1362) en el que transcribe párrafos salientes de la Sentencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos: * El denominado "proyecto de vida" atiende a la realización integral de la persona afectada, considerando su vocación, aptitudes, circunstancias, potencialidades y aspiraciones, que le permiten fijarse razonablemente determinadas expectativas y acceder a ellas (# 147); * El "proyecto de vida se asocia al concepto de realización personal, que a su vez se sustenta en las opciones que el sujeto puede tener para conducir su vida y alcanzar el destino que se propone. En rigor, las opciones son la expresión y garantía de la libertad. Difícilmente se podría decir que una persona es verdaderamente libre si carece de opciones para encaminar su existencia y llevarla a su natural culminación.  Esas opciones poseen, en sí mismas, un alto valor existencial.  Por lo tanto, su cancelación o menoscabo implican la reducción objetiva de la libertad y la pérdida de un valor que no puede ser ajeno a la observación de esta Corte (#148); * Esos hechos cambian drásticamente el curso de la vida, imponen circunstancias nuevas y adversas y modifican los planes y proyectos que una persona formula a la luz de las condiciones ordinarias en que se desenvuelve su existencia y de sus propias aptitudes para llevarlos a cabo con probabilidades de éxito (# 149); * En otros términos, el "daño al proyecto de vida", entendido como una expectativa razonable accesible en el caso concreto, implica la pérdida o el grave menoscabo de oportunidades de desarrollo personal, en forma irreparable o muy difícilmente reparable (# 150); * Por todo ello, es perfectamente admisible la pretensión de que se repare, en la medida posible y con los medios adecuados para ello, la pérdida de opciones por parte de la víctima, causada por el hecho ilícito. De esta manera la reparación se acerca mas aún a la situación deseable, que satisface las exigencias de la justicia: plena atención a los perjuicios causados ilícitamente, o bien, puesto en otros términos, se aproxima al ideal de la "restitutio in integrum" (# 151).


En este tiempo de la posmodernidad, no es casual que un pensador como Alain Touraine, mas allá de las diferencias entre oriente/occidente, norte/sur y centro/periferia, reflexione así: "La situación en la que nos encontramos coloca a la democracia … mas cerca de los actores sociales, ya que éstos están ahora menos amenazados por una clase dominante que por el funcionamiento impersonal del mercado … Se trata entonces de proteger la libertad y la seguridad personales y, por encima de todo, el derecho de cada uno de mantener o adquirir el control sobre su propia existencia … Esta democracia …no apela a una filosofía de la historia sino a una filosofía moral; … a una concepción de los derechos del hombre que funda toda una serie de derechos tan universales como los del ciudadano, pero que deben ser defendidos en situaciones sociales concretas …" ("Igualdad y diversidad", Edit. Fondo de Cultura Económica, Sao Paulo, Brasil, abril/2000).


Si está vedado admitir presunciones en contra del trabajador respecto de cualquier derecho (art. 58 LCT) y las facultades de dirección pueden llevarse a cabo "... sin perjuicio de la preservación y mejora de los derechos personales y patrimoniales del trabajador ..." (arts. 65 LCT); el empleador puede introducir cambios a los términos vigentes (art. 66 LCT), en tanto ellos no causen perjuicio material ni moral al trabajador (vgr. nivel remuneratorio); y cuando estos principios se violan, habilita el reclamo judicial. En este mismo sentido y con tal alcance, así lo ha dicho la SCBA (29/09/04 "Quiroga c/ Consigna" L. 73314)


La irrenunciabilidad de los derechos previstos en la Ley de Contrato de Trabajo que consagra el art. 12 del mencionado ordenamiento legal, impone a los jueces -en su calidad de custodios del orden público laboral y del derecho protectorio del derecho del trabajo- el control riguroso de su fiel cumplimiento, ya que aún en el supuesto que hubiera mediado una convención entre las partes, la misma sería nula y sin valor al suprimir o reducir los derechos previstos en la legislación laboral. (SCBA, 03/10/01 "Martin c/ Eseba" L.68416).


Finalmente, es preciso considerar que los dependientes gozaban de una remuneración, que por estar incorporada a su contrato individual, no podía ser alterada con lesión a la buena fe e incurriendo en abuso del derecho (arts. 63 y 68 LCT), máxime cuando según datos INDEC (www.indec.gov.ar y La Capital 08/07/05 p. 15) a los peticionantes se los ha colocado en virtual estado de pobreza al cotejar los ingresos menguados unilateralmente, respecto a la Canasta Básica Total  (junio/05) $ 778.31


Como queda expuesto, hay una transferencia de dinero de los trabajadores a favor de la empleadora que no reconoce fuente (art. 499 Cod. Civ.) y por solo patentizar enriquecimiento sin causa (doctrina en torno de los arts. 784, 907 y ccds. del Cód. Civ.) debe impulsar a este Tribunal para que prospere esta medida autosatisfactiva (art. 260 LCT).


Señalo, que en caso de denegar la medida, quedaría a los peticionantes el camino del proceso sumario (arts. 26 y sigts. Ley 11653), que como sabemos demanda años. Ello es que se estaría condenando a los trabajadores a vivir a nivel de pobreza durante ese tiempo, contrariando cláusulas nacionales y supranacionales que conforman el Orden Público Laboral.

 
Así propicio condenar a SEREM SA para que: Primero) En el plazo de diez (10) días a contar de su notificación, deposite en el Banco de la Provincia de Bs. As. (Sucursal 6102), a la cuenta de autos y órden del Tribunal las diferencias salariales por los períodos febrero a julio del corriente año, ambos inclusive (sumas resultantes entre el nivel salarial gozado hasta el mes de enero/05 inclusive y los haberes abonados a partir del siguiente mes de febrero), con mas la incidencia del SAC (art. 121 LCT); Segundo) Junto con el depósito, la obligada practicará liquidación de capital e intereses desde que cada suma es debida hasta el momento del depósito dispuesto en el párrafo anterior; Tercero) Para la liquidación y pago de los haberes devengados desde el corriente mes de agosto, la empleadora abonará las remuneraciones de los dependientes según el nivel observado hasta enero/05; Cuarto) Para el supuesto caso de incumplimiento, se impondrán astreintes (art. 666 bis Código Civil) a razón de un dos por ciento (2%) mensual sobre las sumas reconocidas a cada trabajador, en mora e impagas y Quinto) Imponer las costas a la obligada, difiriéndose la regulación de honorarios para la oportunidad fijada por el art. 51 Ley 8904. 


TASA DE INTERES: Este tribunal en pleno y sin disidencias, en sentencia del 05/09/03, en autos "Agüero E. c/ La Gran Ciudad S.A." (DT/04-A-830) sentó doctrina que mantuvo en forma pacífica durante casi dos años, adicionando al capital admitido en sentencia los intereses del caso (art. 622 Código Civil) desde que cada suma es debida (art. 137 LCT) hasta el 31/12/01 a tasa pasiva del Banco de la Provincia de Bs. As. ("Zgonc c/ Asociación Atlética Villa Gesell" S.C.B.A. 21/05/91 Ac. 43858) y desde el 01/01/02 en adelante, hasta cancelar los créditos admitidos, a tasa activa promedio del banco de marras.


En efecto, el sometimiento a la Doctrina Legal de la S.C.B.A., entiendo que llega hasta la sanción de la Ley 25561, normativa que cambió de raíz las condiciones que habían inspirado al Superior Tribunal Provincial a fijar tal rumbo. 


No es un pensamiento simplista que nos lleve a la aplicación de la tasa activa (porque sea mayor que la pasiva); no, las razones están en la naturaleza jurídica de los créditos involucrados, en las circunstancias que rodean tanto al  deudor como al acreedor laboral y todo ello sujeto a una conveniente ponderación axiológica. En definitiva procuramos seguir el curso natural de las cosas, a la luz del derecho argentino vigente. Como señeramente lo sostiene desde hace muchos años el maestro Capón Filas: "El Mundo Jurídico no es un sistema encerrado en sí mismo, como pretende el formalismo. Es una estructura dialécticamente abierta al sistema social y al sistema axiológico" ("La depreciación monetaria ..." Edit. Plus Ultra/1974, pag. 7)


Desde que en 1994 la C.S.J.N. se pronunció en: "Banco Sudameris c/ Belcam" (D.T./94-B p. 1973), está claro que: "... La determinación de la tasa de interés ... queda ubicada en el espacio de la razonable discreción de los jueces de la causa que interpretan dichos ordenamientos sin lesionar garantías constitucionales, ...". Así, resulta irrelevante que la parte actora haya o no pedido expresamente la tasa activa. Esto no es mas que otorgar vigencia plena a la interpretación mas elemental y literal que pueda hacerse tanto del art. 622 del Cód. Civ., como de la doctrina creada en derredor de la norma.


El carácter consuetudinario que se le asigna desde hace mas de una década a la aplicación de intereses a tasa pasiva en el fuero laboral bonaerense, no puede ser inamovible, ya que la emergencia pública y el abandono de la convertibilidad del peso (arts. 1 y 2 Ley 25.561), no deben ser ignorados o tenidos como hechos menores de nuestra cotidianeidad. Aún en este supuesto, hay sólidos motivos para cambiar de parecer.


El fundamento mas elemental del planteo es que, mientras la "Tasa pasiva" es la que paga una entidad financiera al "ahorrista", la "Tasa activa" es para quien recurre al crédito: el  llamado "tomador". Ante tan esquemática sinopsis, por el carácter alimentario de los rubros involucrados (remuneraciones e indemnizaciones de origen laboral), no puede seriamente ubicarse al  trabajador postergado en el cobro, en el lugar y bajo la figura de un "ahorrista". La privación en la disponibilidad y goce de su indemnización y/o salario es contra su voluntad, no es un acto deliberado del trabajador (supuesto inversor); posición ésta que no puede sostenerse ni aún a costa de mucha imaginación y esfuerzo dialéctico. 


"Ahorrista" es quien libremente dispone usar parte de su efectivo (dinero) colocándolo a interés en pos de una ganancia y ello supone que sus necesidades básicas estén obviamente satisfechas. En realidad, en casos como el de autos, el trabajador no ha tenido el dinero en sus manos, sólo es titular de un crédito que no puede efectivizar, pese a su voluntad de cobro, fruto del diferente poder negocial de las partes. Entonces, la figura que analizamos, no es la del inversor. En la mayor parte de los supuestos quien se ve obligado a pleitear tiene sus necesidades personales y familiares insatisfechas y la falta de disponibilidad de tales sumas le suele acarrear la privación de servicios tan elementales como la energía eléctrica o el gas natural.


Con estos datos, corroborados por nuestra percepción cotidiana de la realidad, podemos asegurar que quien debe recurrir a un pleito para percibir su crédito de origen laboral no es un inversionista. Convengamos que el trabajador/acreedor no era un ahorrista, no tenía una suma de dinero ociosa, no tuvo ocasión  para decidir, no puso tal dinero a interés, no tenía afán de lucro (ni especulaba con hipotéticas utilidades); simplemente: no le pagaron, eso es todo. Al trabajador/acreedor, la decisión, unilateral y ajena a su voluntad (falta de pago del deudor), le da "... derecho para emplear los medios legales, a fin de que el deudor le procure aquello a que se ha obligado ..." (art. 505 inc. 1º Cod. Civ.) 


A su vez, el deudor, con su negativa al pago, se colocó en la posición de "tomador compulsivo de crédito". Merced a su actitud omisiva priva al trabajador de la libre disposición de su "crédito alimentario"; por eso, debe soportar la tasa activa. Lo contrario, sería "premiar al moroso", con la "tasa mas baja" que tiene a su disposición (y hasta podríamos hablar de "tasa mas barata"). Y lo que es peor. Se estaría emitiendo una clara señal a la sociedad, impulsando a los empleadores para que adopten una actitud altamente corrosiva; como es dejar de pagar a sus trabajadores y dar a "ese"  dinero cualquier otro destino (desconociendo el carácter alimentario de los rubros).


Recurrir a una entidad bancaria para que "financie" el pago de remuneraciones e indemnizaciones supone la previa exigencia de presentación de avales y  garantías, llenar formularios, demostrar un puntilloso cumplimiento fiscal y a veces garantizar la obligación mediante la constitución de hipoteca ó prenda; para devolver el préstamo con una tasa de interés siempre superior a la activa de los bancos oficiales. En cambio, omitiendo el pago de los créditos laborales se eluden las exigencias administrativas, contables e impositivas y se "AUTO-acuerda" financiamiento a la tasa de interés mas baja que existe. 


Si para pagar al trabajador/acreedor el obligado recurría a un banco ó financiera, el empleador/deudor tenía que aceptar obligadamente la "tasa activa" (sin discusión alguna): Entonces preguntémonos: ¿Que razones jurídicas hay para relegar al trabajador/acreedor a cobrar menos que la "Tasa Activa"?


El mismo trabajador para atender necesidades primarias; se ve obligado a financiar la morosidad del deudor acatando sin alternativas la "tasa activa" (ó lo que su acreedor le imponga), ya que mientras la morosidad salarial devenga tasa pasiva, las facturas impagas de energía eléctrica ó de gas natural devengan una vez y media la tasa activa.


La mora se produce en forma automática (art. 137 LCT) y la posición del deudor se agrava cuando no solo no ha intentado demostrar "IN-imputabilidad" (art. 509 Cod. Civ.), sino cuando, además, ha  obligado al acreedor a recurrir a la Justicia. Tiene "culpa" por la mora (art. 511 y 512 Cod. Civ.), puesto que solo la sentencia lo ha de declarar vencido. 


Fijando tasa pasiva, transferimos riqueza/patrimonio del dependiente/acreedor a favor del empleador/deudor; y ello se llama enriquecimiento sin causa, en contra del derecho vigente (art. 499 Cod. Civ.). En esos términos es concederle al deudor moroso, el equivalente a la utilidad bancaria, el llamado "spread" (diferencia entre tasas activa y pasiva)


Si el empleador/deudor se incautó del crédito del trabajador (por la fuerza de los hechos); suena apropiado y  justo que se le ordene restituir (por la fuerza del derecho) condenándolo al pago de intereses a "Tasa Activa". 


Además, hay datos objetivos de la realidad que nos circunda, que refuerzan lo dicho y no puedo soslayar. Veamos un ejemplo concreto. En el último año aniversario (entre el 31/05/04 y el 31/05/05, último dato disponible) mientras la tasa pasiva apenas llegó a 2.50 % el incremento en el costo de vida (medido en Precios al Consumidor - INDEC) ascendió al 8.61 % significando ello que el trabajador en el último año ha perdido 6.11% de su capital original; o lo que es lo mismo, dicho de otro modo: el trabajador/acreedor recibe luego de un año el 93.89 % de su crédito. Así, no solo se lo priva de intereses por "su dinero", sino que COBRA MENOS CAPITAL que el reconocido. Aritméticamente "APARENTA" COBRAR INTERESES, pero, en realidad, al cabo de ese año ACCEDE A MENOS BIENES que al generarse su crédito, se ha empobrecido. Ello induce a los empleadores/deudores a "llevar a largas" los pleitos, para licuar sus deudas, puesto que a ese paso, proyectando esos resultados en tres o cuatro años que transcurren entre el despido y la sentencia (promedio temporal en general), hará falta algo así como TRES CUARTAS PARTE (3/4) del capital para saldar el crédito. Como en igual período, la tasa activa llegó al 17 % anual (1.41 % mensual), es razonable aplicarla, por tratarse de créditos alimentarios.  


En su defecto, se estaría vulnerando el derecho a la propiedad del trabajador/acreedor (art. 17 Const. Nac.), al privarlo de su integral justa remuneración y/o DES/protegiéndolo contra el despido arbitrario (art. 14 bis Const. Nac.). 



Esta, mi opinión personal al respecto, con base en sólida fundamentación ética (desarrollada con amplitud en DT/03-A-325) impregnó el decisorio aludido en el primer párrafo de este tramo y a la fecha no encuentro razones para hacer variar mi pensamiento; la postura es previa al ejercicio de la magistratura, excede su marco funcional y va mas allá de toda consideración temporal; es parte del bagaje cultural e ideológico que forma mi esencia personal (íntimas convicciones) y se enraiza en mi conciencia desde tiempo inmemorial. Por ello, frente a la publicación de sentencia de la S.C.B.A. en "Saucedo, José c/ Herrera, Luis" (LLBA, mayo/05) el solo plantear el eventual abandono de mis convicciones, colisiona con la condigna objeción de conciencia (Declaración Universal de Derechos Humanos -art. 18-, Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos -art. 18- y Convención Americana sobre Derechos Humanos - art. 12-).

Así, como he jurado "... desempeñar lealmente el cargo de Juez del Tribunal del Trabajo Nº 2, observando la Constitución y leyes de la Nación como de la Provincia ..." y no hay motivo que me aparte de esta grata regla de hierro; sostengo mi voto para la aplicación de tasa activa del modo antes indicado. Otro dato que tomo de la realidad que me circunda es la coincidencia de criterio con la Cámara Federal de Apelaciones del Mar del Plata, que en sentencia del 14/04/05, mediante voto mayoritario de los Dres. Ferro y Arrola, ha decidido aplicar la tasa activa para reclamos laborales ("Vidal, Walter c/ Pesquera San Salvador SRL s/ Laboral" - expte. 8144).


Ahora es tiempo de detenernos por un instante y preguntarnos:  ¿hasta donde el decisorio del Superior constituye "Doctrina Legal" en el tema tratado?. Si bien es cierto que desde antiguo el contenido de la "Doctrina Legal" para la Corte Provincial es el que emerge de sus propios fallos (vgr. DJBA Tº 117 p. 413 y otros citados por Condorelli en su CPC Comentado, Tº I, p. 696, Zavalía, 1988); no menos cierto es que, a través del tiempo (y en los mas recientes con mayor apego), nuestro superior tribunal provincial ha procedido a acatar los criterios de la corte nacional, dando así pie para pensar fundadamente que el concepto de Doctrina Legal lo conforman la armónica sumatoria de criterios de ambas (S.C.B.A. y C.S.J.N.). A simple título ejemplificativo menciono que la Corte Provincial cambió su criterio, para adecuarse a lo resuelto por su homóloga nacional, en "Delvitto" L-79451 del 10/03/04 (punto 3 del voto del Dr. de Lázzari, con las adhesiones de los Dres. Hitters, Soria, Genoud y Pettigiani, exponiendo: "... Si bien, repito, no comparto los argumentos expuestos por la casación nacional en los precedentes citados, razones de economía y celeridad procesal me inclinan a acatar la doctrina del mas Alto Tribunal [...] La propia Corte Suprema difunde que si bien sólo decide en los procesos concretos que le son sometidos, y su fallo no resulta obligatorio para casos análogos, LOS JUECES INFERIORES TIENEN EL DEBER DE CONFORMAR SUS DECISIONES A AQUELLAS. Por ello califica de arbitrarias y carentes de fundamento las sentencias de los tribunales inferiores que se apartan de sus precedentes sin aportar nuevos argumentos que justifiquen modificar la posición sentada por aquella, en su carácter de intérprete supremo de la Constitución Nacional y de las leyes dictadas en su consecuencia ("Fallos": 307-1096, entre muchos otros)... ". En el mismo sentido, y ampliando conceptualmente lo dicho, ha señalado también la S.C.B.A. (Ac 85566 del 25/07/02 y Ac. 91478 del 05/05/04): "... LA DOCTRINA DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA NACIÓN TIENE EFECTOS, tanto en los temas federales como en aquellos que no lo son, DE VINCULACIÓN HACIA LOS TRIBUNALES INFERIORES. En el primer caso por tratarse del intérprete último y mas genuino de nuestra Carta Fundamental; en el segundo, VINCULA MORALMENTE SOBRE LA BASE DE LOS PRINCIPIOS DE CELERIDAD Y ECONOMÍA PROCESAL ... ".


Siguiendo tal curso de pensamiento, considero atinado traer a colación que la Corte Nacional viene aplicando tasa activa ("... tasa que percibe el Banco de la Nación Argentina en sus operaciones ordinarias de descuento ..."), como elemento adecuadamente compensador frente a la morosidad del deudor (C.S.J.N. 07/10/03 "Blanco, Stella c/ Buenos Aires s/ Daños"), lo cual no es un dato menor en el contexto desarrollado supra.


De todo lo dicho, infiero que el criterio de la C.S.J.N. terminará imponiéndose en el tema "intereses", por alguna de estas razones fundamentales: a) Porque cuando ni las partes ni la ley fijan la tasa para una determinada operación, el Código Civil (art. 622) confiere al juez de la causa la facultad de fijarla; b) Porque la C.S.J.N. en principio ratificó lo anterior (1994 - "Banco Sudameris c/ Belcam") confiriendo la determinación de la tasa de interés a "la razonable discreción de los jueces de la causa" y mas adelante (2003 - "Blanco, Stella c/ Buenos Aires") fijó intereses a "tasa activa" y c) Porque cuando la S.C.B.A. opte entre tasa pasiva o activa, siguiendo el hilo conductor fijado por la C.S.J.N., tendrá dos alternativas: 1) Reconocer la independencia de los jueces de grado para fijar los intereses en los casos sometidos a su decisión (confirmando "Banco Sudameris c/ Belcam") ó 2) Imponer la tasa activa (adhiriendo a "Blanco, Stella c/ Buenos Aires"). En resumen, sea cual fuere la determinación de la Corte Provincial, seguramente quedará en pie mi propuesta.


A LA MISMA CUESTION: El Sr. Juez Dr. Noel dijo:


Adhiriéndome al voto del magistrado preopinante, he de destacar que  el planteo realizado en los presentes actuados por los actores, al tratarse  de un instrumento procesal novedoso hasta ahora no regulado en forma expresa por el derecho positivo, exigió un exhaustivo análisis so riesgo de lesionar derechos constitucionales en una aparente pugna, y destaco el calificativo usado.


Debe protegerse el derecho de propiedad de los reclamantes brindándoles una rápida respuesta de la justicia a su reclamo de carácter alimentario originados en la satisfacción de una obligación básica del contrato de trabajo  impuesta al empleador -abonar íntegramente el salario pactado-, sin lesionar el derecho de legitima defensa de este.


Entre estos dos principios constitucionalmente consagrados, debe el juzgador en el "sub examine" mantener un delicado equilibrio y extremada prudencia.    

Ya se refirió acabadamente  el Dr. Laguyás al respaldo normativo y doctrinario, no sólo de nuestro derecho civil, laboral, y constitucional, sino también al que otorgan los tratados internacionales, para que el planteo del actor sea acogido mediante una eficaz respuesta  que en el caso en estudio exige celeridad para que sea tal, sin avasallar el ya referido derecho  de legitima defensa, pilar del ordenamiento jurídico.


Es por ello que surgiendo en forma clara y manifiesta del Veredicto dictado -que comparto en su integridad-, la existencia por parte de la demandada de un accionar contrario a ley  al reducir los salarios del personal, y habiendo tenido aquella la oportunidad en sede administrativa de explicar su actitud respetándose con ello los principios de bilateralidad y contradicción,  lo que hizo con argumentos a mi criterio errados en derecho, adhiero en su totalidad a lo resuelto en el primer voto.      


Discrepo en cuanto a la aplicación de la tasa de interés activa, ya que en diversas sentencias donde se trató el tema de la tasa de interés hasta el 31/12/2001 el suscripto adhirió a la doctrina legal fijada por la Suprema Corte Provincial en el tema tasa de interés que decía: "Cuando la indemnización es fijada con posterioridad al 31-III-91, los intereses moratorios sobrevinientes deben liquidarse sobre el capital con la tasa de interés que pague el Banco de la Provincia de Buenos Aires en los depósitos a treinta días" SCBA. L.67.165 S.2/6/1998 Anad, Hugo c/ Eseba S.A. s/ Indemnización; SCBA. L.77.248 S.20-8-2003 Talavera, Severiano c/ Digitel SRL y otros s/ Daños y perjuicios.-


Posteriormente en sentencias donde debió tratarse el tema de la tasa de interés a aplicar luego del 1/1/2002, a raíz de los graves cambios económicos que se desarrollaron en nuestro país, el suscripto consideró que no existía aun doctrina legal sobre el tema (tasa de interés) y se expidió a favor de la aplicación de la tasa activa por las razones dadas en diversos pronunciamientos de este Tribunal tales como "Suarez Carlos Rubén c/ Albesa S.A. s/ Ind. por despido Exp. Nro.41.483".-


Teniendo presente que es doctrina legal de la Suprema Corte de la Provincia de Buenos Aires que: "Corresponde casar el pronunciamiento en cuanto establece una tasa de interés distinta a la establecida por la Suprema Corte en supuestos similares" SCBA L.64.692 S.30-6-1998 Bolla, Luis Heberto c/ Cristalerías Cattorini SAICF e I s/ Despido, etc.-


Por ello, atento que la Suprema Corte de la Provincia de Buenos Aires se ha expedido recientemente sobre el tema tasa de interés a aplicar desde el 1/1/2002 en la causa L.87.190 caratulada: "Saucedo José c/ Herrera Luis F." (Publicado en Revista La Ley Buenos Aires mayo de 2005) diciendo: "... que debe aplicarse a los créditos reconocidos judicialmente la tasa de interés que paga el Banco de la Provincia de Buenos Aires en los depósitos a treinta días vigente durante los distintos períodos de aplicación y hasta su efectivo pago....".- 


Que ello significa para el suscripto doctrina legal que debe ser acatada, por ello y dejando a salvo mi opinión personal, voto por aplicar al presente caso la tasa de interés pasiva.- Así lo voto.-


A LA MISMA CUESTION: la Sra. Jueza Dra. Groisman se remite a las conclusiones ya expuestas al votar la unica cuestión del veredicto, en lo demás adhiere al voto del Dr. Noel, votando con idéntico alcance.- 



A LA SEGUNDA CUESTIÓN: El Sr. Juez Dr. Laguyás dijo:


Atento el resultado de la votación habida precedentemente y por los fundamentos legales allí referidos corresponde  por mayoría - hacer lugar  a la demanda incoada por FEDERICO SANSALONE, STELLA MARIS CAPRIA, CARINA ROSALIA ORTEGA, MARIA ELIZABETH GONZALEZ, NORMA BEATRIZ GONZALEZ, ARISTIDES OSCAR BALSEIRO, FERNANDO JUAN PIZARRO, JULIO JOSE PALACIOS, RICARDO ALEJANDRO ARAGON, FACUNDO GUILLERMO MARMOL, ALBERTO MANUEL VILLALBA, ARTURO DANIEL SAPIA, ANTONIO ALBERTO RODRIGUEZ, MARIA ANGELICA FUSTER, OSCAR CARLOS MARIN, NESTOR VICENTE MOSQUEIRA, VICTOR ANSELMO ROLLA, RICARDO OSCAR COY, DANIEL HUMBERTO FALCO, CARLOS ALBERTO BARRIONUEBO, DANIEL RICARDO CACERES, FERNANDO JAVIER ROLDAN, CARLOS OSCAR CALVO, CARLOS OMAR ESCRIBAL, MARIANA ANDREA SANCHEZ, ELISEO SARAVIA CABALLERO, GUALBERTO LEONARDO ROMERO, JUAN JOSE RODRIGUEZ, CRISTIAN JAVIER MELO, CLAUDIO PEDRO MORON, JOSE HECTOR PELAEZ, RUBEN ROBERTO OVIEDO, XIMENA PAULA VAZQUEZ, MIGUEL ALFREDO MAIERA, JULIO CESAR BARGAS, MARGARITA ESTER DIAZ, LUJAN HORACIO CISNEROS, MONICA FELISA VERCELLI, EDUARDO FABIAN FERNANDEZ condenando a SEREM S.A. a: 1.-  En el plazo de diez (10) días a contar de su notificación, deposite en el Banco de la Provincia de Bs. As. (Sucursal 6102), a la cuenta de autos y órden del Tribunal las diferencias salariales por los períodos febrero a julio del corriente año, ambos inclusive (sumas resultantes entre el nivel salarial gozado hasta el mes de enero/05 inclusive y los haberes abonados a partir del siguiente mes de febrero), con mas la incidencia del SAC (art. 121 LCT); 2.- Junto con el depósito, la obligada practicará liquidación de capital e intereses desde que cada suma es debida hasta el momento del depósito dispuesto en el párrafo anterior; 3.-  Para la liquidación y pago de los haberes devengados desde el corriente mes de agosto, la empleadora abonará las remuneraciones de los dependientes según el nivel observado hasta enero/05; 4.- Para el supuesto caso de incumplimiento, se impondrán astreintes (art. 666 bis Código Civil) a razón de un dos por ciento (2%) mensual sobre las sumas reconocidas a cada trabajador, en mora e impagas; 5.-  Imponer las costas a la obligada (art. 19, 65 y concds. Ley 11.653 y art. 68 C. Pr.), difiriéndose la regulación de honorarios para la oportunidad fijada por el art. 51 Ley 8904; 6.- Los intereses - por mayoría  deberán ser liquidados desde que cada suma es debida a la tasa que regula el Banco de la Provincia de Buenos Aires en sus depositos a treinta días vigentes en los distintos períodos de aplicación sin perjuicio de calcular los intereses que correspondan por el período posterior a la  presente  y hasta el momento de su efectivo pago.-


A LA MISMA CUESTION: los Señores Jueces Dr. Noel y Dra. Groisman adhieren por sus fundamentos al voto precedente votando con idéntico alcance.-


Con lo que terminó el Acuerdo firmando los Sres. Jueces por ante mi, Secretario Autorizante, doy fe.-

BELTRAN JORGE LAGUYAS
HUMBERTO OMAR NOEL 
MARTA CECILIA GROISMAN
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SECRETARIO

*************************************************************

Sansalone c/ Serem s/ Diferencias Salariales (Expte. Nro. 47099)

// del Plata, 4 de Agosto de 2005.-


AUTOS Y VISTOS: Atento el resultado de la votación habida precedentemente y por los fundamentos legales allí referidos, el Tribunal  POR MAYORÍA  RESUELVE:


1.- Hacer lugar  a la demanda incoada por FEDERICO SANSALONE, STELLA MARIS CAPRIA, CARINA ROSALIA ORTEGA, MARIA ELIZABETH GONZALEZ, NORMA BEATRIZ GONZALEZ, ARISTIDES OSCAR BALSEIRO, FERNANDO JUAN PIZARRO, JULIO JOSE PALACIOS, RICARDO ALEJANDRO ARAGON, FACUNDO GUILLERMO MARMOL, ALBERTO MANUEL VILLALBA, ARTURO DANIEL SAPIA, ANTONIO ALBERTO RODRIGUEZ, MARIA ANGELICA FUSTER, OSCAR CARLOS MARIN, NESTOR VICENTE MOSQUEIRA, VICTOR ANSELMO ROLLA, RICARDO OSCAR COY, DANIEL HUMBERTO FALCO, CARLOS ALBERTO BARRIONUEBO, DANIEL RICARDO CACERES, FERNANDO JAVIER ROLDAN, CARLOS OSCAR CALVO, CARLOS OMAR ESCRIBAL, MARIANA ANDREA SANCHEZ, ELISEO SARAVIA CABALLERO, GUALBERTO LEONARDO ROMERO, JUAN JOSE RODRIGUEZ, CRISTIAN JAVIER MELO, CLAUDIO PEDRO MORON, JOSE HECTOR PELAEZ, RUBEN ROBERTO OVIEDO, XIMENA PAULA VAZQUEZ, MIGUEL ALFREDO MAIERA, JULIO CESAR BARGAS, MARGARITA ESTER DIAZ, LUJAN HORACIO CISNEROS, MONICA FELISA VERCELLI, EDUARDO FABIAN FERNANDEZ condenando a SEREM S.A. a: a)  En el plazo de diez (10) días a contar de su notificación, deposite en el Banco de la Provincia de Bs. As. (Sucursal 6102), a la cuenta de autos y órden del Tribunal las diferencias salariales por los períodos febrero a julio del corriente año, ambos inclusive (sumas resultantes entre el nivel salarial gozado hasta el mes de enero/05 inclusive y los haberes abonados a partir del siguiente mes de febrero), con mas la incidencia del SAC (art. 121 LCT); b) Junto con el depósito, la obligada practicará liquidación de capital e intereses desde que cada suma es debida hasta el momento del depósito dispuesto en el párrafo anterior; c)  Para la liquidación y pago de los haberes devengados desde el corriente mes de agosto, la empleadora abonará las remuneraciones de los dependientes según el nivel observado hasta enero/05; d) Para el supuesto caso de incumplimiento, se impondrán astreintes (art. 666 bis Código Civil) a razón de un dos por ciento (2%) mensual sobre las sumas reconocidas a cada trabajador, en mora e impagas; e)  Imponer las costas a la obligada (art. 19, 65 y concds. Ley 11.653 y art. 68 C. Pr.), difiriéndose la regulación de honorarios para la oportunidad fijada por el art. 51 Ley 8904;  f) Los intereses - por mayoría  deberán ser liquidados desde que cada suma es debida a la tasa que regula el Banco de la Provincia de Buenos Aires en sus depositos a treinta días vigentes en los distintos períodos de aplicación, sin perjuicio de calcular los intereses que correspondan por el período posterior a la  presente  y hasta el momento de su efectivo pago.-


2.- Regístrese. Notifíquese. Oportunamente ARCHIVESE.-

BELTRAN JORGE LAGUYAS
HUMBERTO OMAR NOEL
MARTA CECILIA GROISMAN
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